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CONSTANCIA: Al despacho del señor juez, las presentes diligencias, sírvase proveer.Bucaramanga, 21 de febrero de 
2022. 
 
Janeth Patricia Monsalve Jurado  
Secretaria 

  
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

Rama Judicial del Poder Público 
JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO  

DE BUCARAMANGA 
 

Rad. 2020-00047-00 
 

 Bucaramanga, cinco (05) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 
ASUNTO 

 
Control de legalidad y saneamiento por etapas, en cumplimiento de los poderes y 
deberes que se imponen al Juez como director del proceso, de conformidad con 
los artículos 132 y numeral 12 del artículo 42 del C.G.P. 
 

ANTECEDENTES 
 
La sociedad CLINICA CHICAMOCHA S.A. a través de apoderado judicial, 
presentó demanda EJECUTIVA DE MAYOR CUANTIA en contra de la 
ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD (ADRES), con el fin de obtener el pago de las 
obligaciones cuyo origen es el recobro, respaldadas en diversos TÍTULOS 
FACTURAS y otros documentos, incluso de rechazo por parte de la ADRES, y 
que según la ejecutante corresponden a “…servicios no contemplados en el Plan 
Obligatorio de Salud-POS” 
 
Mediante auto del 6 de julio de 2020 este Despacho declaró su falta de 
competencia para conocer del proceso, pues la misma corresponde a los jueces 
laborales. Lo anterior,con fundamento en el numeral 4 del artículo 2 de la Ley 712 
del 2001 -modificado por el artículo 622 del CGP-, al estar “involucrada una 
discusión referente al Sistema de Seguridad Social en Salud creado por la Ley 
100 de 1993, que involucra a una institución prestadora de salud y al Adres, 
sistema del cual hacen  parte, que en principio debe ventilarse ante la Jurisdicción  
Laboral bajo las reglas del proceso  ejecutivo allí contemplado (art. 100, código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social), y  esto, una vez agotado y 
aprobado el trámite administrativo de cobro vigente ante dicha entidad  pública.” 
Además, porque se trataba de una controversia que recae sobre recursos 
públicos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Bucaramanga al recibir por reparto la 
demanda, también declaró su falta de competencia para conocerla y propuso 
conflicto de competencia, que la Sala Mixta del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Bucaramanga dirimió, resolviendo que es el Juzgado Civil del Circuito 
el llamado a tramitar el proceso. 
 
El mandamiento de pago se libró el día 11 de mayo de 20211 contra la 
ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD-ADRES, quien quedó notificada por conducta 
concluyente el 30 de junio del 20212 y presentó recurso horizontal contra el 
mandamiento de pago, que este Despacho resolvió no reponer mediante auto del 
15 de diciembre del 20213. 

                                                           
1 Véase PDF “09MandamientodePago” 
2 Véase PDF “15NulidadIndebidaNotificacionConductaConcluyente” 
3 Véase PDF “29DecideRecurso” 
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Finalmente, luego de fenecido el término de traslado de la demanda, el 8 de abril 
del presente año la  Procuraduría General de la Nación solicitó realizar control de 
legalidad con fundamento en el artículo 132 y los numerales 1 y 5 del artículo 42 
del CGP, inciso 1 del artículo 1042 de la Ley 1437 de 2011, y los Autos 1112 del 
1 de diciembre de 2021 y 861 del 27 de octubre del mismo año emitidos por la 
Corte Constitucional, a efectos de que se declare la falta de jurisdicción y se 
ordene la remisión del proceso a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para 
salvaguardar el derecho fundamental al debido proceso de todos los intervinientes 
en el presente asunto, conforme al artículo 29 de la Constitución Política. 
 

CONSIDERACIONES 
 
Previo a puntualizar la medida que deba tomarse, el despacho encuentra 
oportuno traer a colación algunas de las disposiciones que servirán de sustento a 
la decisión.  

 
ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas procesales son 
de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán 
ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo 
autorización expresa de la ley. 
 
ARTÍCULO 42. DEBERES DEL JUEZ. Son deberes del juez: 
(…) 2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los poderes que este 
código le otorga.  
(…) 5. Adoptar las medidas autorizadas en este código para sanear los vicios de 
procedimiento o precaverlos…”. 
(…) 12. Realizar el control de legalidad de la actuación procesal una vez agotada cada 
etapa del proceso. 
 
ARTÍCULO 132. CONTROL DE LEGALIDAD. Agotada cada etapa del proceso el juez 
deberá realizar control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren 
nulidades u otras irregularidades del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos 
nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes, sin perjuicio de lo previsto para los 
recursos de revisión y casación. 
 

DEL CONTROL DE LEGALIDAD 
 
Respecto de la falta de jurisdicción a que alude la Procuraduría General de la 
Nación, es del caso precisar que, con providencia No. 1112 del 1 de diciembre de 
2021, la Corte Constitucional resolvió el conflicto de jurisdicción suscitado entre 
el Juzgado Tercero Civil Municipal de Bogotá y el Juzgado 31 Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá, respecto del conocimiento de una demanda 
presentada por la EPS SANITAS en contra del ADRES, y con la cual se pretendía 
obtener: (i) el recobro de los gastos en que incurrió dicha EPS en 367 ocasiones 
como consecuencia de la cobertura de servicios y tecnologías no incluidos en el 
POS (hoy, PBS) ordenados a sus afiliados, (ii) el pago de los gastos 
administrativos inherentes a la gestión y el manejo de las prestaciones excluidas 
del POS (hoy, PBS) o no financiadas por las UPC y, (iii) el reconocimiento de los 
intereses moratorios que se hubieren causado sobre los montos anteriores, así: 

 
“…el Juzgado 31 Administrativo del Circuito de Bogotá -Sección Tercera Oral-, es la 
autoridad competente para conocer del proceso promovido por la EPS Sanitas. Lo 
anterior, siguiendo la regla de decisión establecida en el Auto 389 de 2021 de la Corte 
Constitucional, según la cual el “(…) conocimiento de los asuntos relacionados con los 
recobros de servicios y tecnologías en salud no incluidos en el POS, hoy PBS, corresponde 
a los jueces contencioso administrativos, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del 
artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto a través de estos se cuestiona por parte de 
una EPS un acto administrativo (…).”4 

 
En estudio de caso similar, la misma Corporación emitió el auto 389 del 22 de julio 
del 2021, M.P. ANTONIO JOSÉ LIZARAZO OCAMPO5, en el que se hizo un 
recuento de las normas que versan sobre la competencia de los juzgados civiles, 

                                                           
4 Véase, auto 851 de 2021 MP. JORGE ENRIQUE IBÁÑEZ NAJAR 
5 Véase también auto 744 - Expediente CJU-542 del 1 de octubre del 2021 
Auto 847/21 - expediente CJU-225 del 27 de octubre de 2021  
Auto 995/21 - Expediente CJU-594 del 18 de noviembre de 2021 
Auto 870/21 - Expediente CJU-581 del 27 de octubre de 2021 
Auto 390/21 - Expediente CJU-381 del 22 de julio de 2021 
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laborales y administrativos respecto de asuntos vinculados al Sistema General de 
Seguridad Social, explicando con suficiencia la diferencia de los asuntos que 
recaen bajo su competencia y, en lo que interesa a este asunto, se expresó en 
los siguientes términos: 
 

“ (…) es necesario examinar, en el caso que estudia la Sala, primero, si las controversias 
referidas a los recobros corresponden a la prestación de servicios de la seguridad social, y, 
segundo, si se trata de una controversia entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras. 
 
La Sala encuentra, en primer lugar, que el proceso judicial de recobro no corresponde, en 
estricto sentido, a una controversia relativa a la prestación de servicios de la seguridad 
social. Dicho procedimiento se adelanta cuando ya la entidad prestó el servicio (el 
tratamiento o el suministro del insumo excluido del PBS), en virtud de la orden proferida por 
un comité técnico científico –en su momento– o por un juez de tutela; es decir, no tiene por 
objeto decidir sobre la prestación del servicio sino sobre su financiación. En este sentido, el 
recobro busca resolver un desequilibrio económico entre el Estado y una EPS, de manera 
que esta última lo que pretende es recuperar los recursos que debió destinar para cubrir 
asistencias a las que no se considera obligada por estimar que no hacen parte de la 
cobertura del Plan de Beneficios en Salud. En ese orden, el recobro no pretende garantizar 
en forma directa que el servicio o la tecnología en salud efectivamente sean prestados. (...) 
 
En segundo lugar, las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a las 
facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud vinculan, en 
principio, a las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y a la Administradora de los Recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud, ADRES. En este tipo de controversias, 
en consecuencia, no intervienen afiliados, beneficiarios, usuarios ni empleadores.  (…) 
 
Con fundamento en lo anterior, concluye la Sala que el numeral 4º del artículo 2 del CPTSS 
(en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es aplicable a las 
controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al Estado por prestaciones 
no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a las facturas, que se susciten entre 
las EPS y la ADRES, en la medida en que, como ya se indicó, no corresponden a litigios 
que, en estricto sentido, giren en torno a la prestación de servicios de la seguridad social. 
Además, porque se trata de controversias presentadas únicamente entre entidades 
administradoras, relativas a la financiación de un servicio que ya se prestó. 
 
Así las cosas –descartada la competencia de la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral y de la seguridad social–, para efectos de determinar la 
competencia para el conocimiento de este tipo de controversias, es necesario acudir a la 
cláusula que trae el inciso primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 que indica que 
“[l]a Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares 
cuando ejerzan función administrativa”. 
 
En este punto es necesario precisar que el procedimiento de recobro constituye una 
garantía a favor de las EPS, con la finalidad de que estas puedan reclamar el reembolso de 
los servicios y tecnologías prestados en virtud de una orden judicial en el marco de una 
acción de tutela, o de una orden proferida por los comités técnicos científicos; siendo que 
su prestación se ordenó a pesar de que, en principio, no podía ser cubierta por la EPS. 
 
(…) El recobro no es una simple presentación de facturas, sino que constituye un 
verdadero trámite administrativo que busca garantizar el propósito de la ADRES 
consistente en administrar las fuentes y el uso de los recursos que financian el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, bajo los principios de eficiencia, transparencia y 
calidad. 
 
Adicionalmente, es posible considerar que en el trámite descrito para la presentación, 
verificación y pago de las solicitudes de recobro, la ADRES profiere actos administrativos 
que logran consolidar o negar la existencia de la obligación. 
 
Siendo el acto administrativo una declaración de voluntad de la administración dirigida a 
producir efectos jurídicos, al proferir la comunicación referida, la entidad crea una 
situación jurídica concreta para la EPS, en el sentido de aceptar o rechazar el pago 
de los servicios y tecnologías en salud que dispensó y que no hacían parte del PBS. 
Dicha declaración de voluntad de la ADRES, pese a que no tiene la denominación 
formal de resolución o decreto, materialmente presenta las características de un acto 
administrativo, pues produce efectos jurídicos. 
 
(…) En ese orden, vale la pena anotar que en Sentencia del 3 de abril de 2020, la Sección 
Tercera del Consejo de Estado destacó que el procedimiento de recobro persigue un fin 
legítimo amparado en la Constitución, esto es, la defensa del patrimonio público [y] (…) se 
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caracteriza por ser un procedimiento administrativo reglamentado que involucra la 
presentación de las respectivas facturas, de suerte que, con posterioridad a su radicación, 
la administración realice la respectiva verificación en un plazo razonable; verificación que 
consiste en una revisión jurídica, médica, administrativa y financiera de los soportes. 
 
Todo lo anterior demuestra que la ADRES no solamente se rige por normas de derecho 
público, sino que la decisión de reconocer o no el pago de obligaciones por concepto de 
prestación de servicios y tecnologías en salud subyace a un conjunto de actuaciones 
administrativas regladas. 
 
(…) Así las cosas, comoquiera que los procedimientos de recobro son la expresión 
de actuaciones administrativas regladas en cabeza de una entidad pública, es 
razonable que su control deba estar a cargo de la jurisdicción contencioso 
administrativa, especialmente si se tiene en cuenta que el artículo 104 de la Ley 1437 de 
2011 dispone expresamente que dicha jurisdicción “está instituida para conocer […] de las 
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, 
sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas”. 
(…) 
 
Cabe concluir, con fundamento en las anteriores consideraciones, que las controversias 
relativas a los recobros efectuados por las EPS son de competencia de la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo”. 

 
Así entonces, teniendo en cuenta que en el presente asunto lo que se busca es 
el pago de obligaciones relacionadas con el procedimiento administrativo de 
recobro, con respaldo en una facturas que al decir de la CLÍNICA CHICAMOCHA 
tienen como causa “…servicios no contemplados en el Plan Obligatorio de 
Salud-POS”6, surge evidente que lo pretendido, más allá de la ejecución o 
discusión de unos títulos valores que como lo dejan verla los formatos o papelería 
fueron generados por el mismo demandante, comprende una reclamación en la 
que la ADRES crearía a favor de la IPS solicitante, verdaderas situaciones 
jurídicas, en tanto tendría que proferir como en recta lógica lo advierte la Alta 
Corte “actos administrativos” para consolidar la existencia o no de la obligación 
subyacente, en suma, es válido reafirmar que materialmente existe controversia 
respecto de los hechos y anexos que soportan esta demanda, de donde se 
desprende una clara falta de competencia en cabeza de los Jueces Civiles, 
consideración que el Juzgado ha sostenido desde que por primera vez se nos 
adjudicó el asunto, no obstante que su tramitación obedezca a la orden Superior 
impartida tras el conflicto negativo que en su momento se suscitó. 
 
En ese contexto, teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la entidad 
demandada y en acatamiento de la más reciente Jurisprudencia lo mismo que en 
la previsión legal contenida en el inciso 1° del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, 
y con sustento en el artículo 139 del C.G.P., este Despacho sin más lucubraciones 
declarará la falta de Jurisdicción para conocer de este proceso, ordenando 
remitirlo a la Oficina Judicial para que sea repartido entre los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bucaramanga, manifestando de antemano que, si 
la dependencia a la que corresponda no asume su conocimiento, se dejará 
planteado el conflicto negativo de Jurisdicciones. 
 
De otra parte, de cara al poder recibido el día 21 de febrero del presente año por 
quien dice representar los intereses de la ADRES7, donde no se acreditó que el 
mismo haya sido conferido mediante mensaje de datos conforme lo prevé el 
artículo 5 del Decreto 806 de 2020; por tal razón, previo a reconocer personería, 
deberá acreditarse el anunciado requisito. 
 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BUCARAMANGA, 
 
 
 
 
 
 

                                                           
6 Véase Pág. 387 del PDF: “02TomoT2” 
7 Véase PDF “31SeAllegaPoderSolicitaExpediente” 
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RESUELVE 

 
PRIMERO: Ejercer CONTROL DE LEGALIDAD al interior del presente proceso, 
de conformidad con lo arriba expuesto. 
 
SEGUNDO: DECLARAR LA FALTA DE JURISDICCIÓN para conocer del 
presente proceso EJECUTIVO DE MAYOR CUANTIA que por concurso de 
apoderado judicial plantea la CLINICA CHICAMOCHA S.A., en contra de la 
ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SALUD 
(ADRES). 
 
TERCERO: SE ORDENA que por Secretaría se remita el expediente con todos 
sus anexos, a través de la Oficina Judicial, al Juez Administrativo del Circuito de 
Bucaramanga que por reparto corresponda, teniendo en cuenta para ello las 
herramientas tecnológicas disponibles. 
 
De antemano se plantea el conflicto negativo de jurisdicción. 
 
CUARTO: REQUERIR al demandado ADRES para que acredite la existencia del 
mensaje de datos a través del cual otorgó poder a profesional del Derecho (Dr. 
CAMILO ANDRÉS MOLANO PULIDO) para la defensa de sus intereses en este 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 806 de 
2020. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

LEONEL RICARDO GUARÍN PLATA 
JUEZ 

 
Para notificación por estado 032 del 06 de mayo de 2022. 
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